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acogida lo que, en este particular nos pide el -demandado y de lo
que hemos -dado cumplida referencia anteriormente; El articu­
lo 55 2) opera cuando una Ley aplicada lesiona el derecho
o lib~rte.ci por razón del cual se promovió el amparo. Aquí por
el modo .como juega el tiempo no es aplicable el Acuerdo COD la
Santa Sede, cualquiera que sea la fecha que sé tome para refe­
rir su vigencia. e6to es, el cuatro de diciembre de mil novecien­
tos setenta y nueve (como dice su regla finaU o el quince de'
diciembre del mismo 61'\0 (fecha de su publicación interna) - por
lo que no rundandose esta resoluci9D en ~l Acuerdo con la Santa
Sede, no puede entrar en juego el articulo 55, 2J. de la LOTe.
Como todo- Se ha desarrollado desde la --entrada en vigor de la
Cor.stitución Española, y antes de la vigencia del Acuerdo con la
Santa Sede, excepto el último acto (el de la Sala de 10 CivilJ,
lo que es irrelevante, la cuestión ha de resolverse desde la pers._
pectiva de ·la legalidad contenida en los articulas SO al 82, y
también el 73, todos del Código CiVi1~ redactados obedeciendo a
lo concordado en el año 1953, si bien mterpretando estos precep~

tos. desde 1~ afirmación de los principios constitucionales.
III En el derecho anterio:- a la Constitución se podrá discu·

tir 6i la redacción del articulo 82 del Código Ctvil y 10 que
en punto a la aplic;.ación del articulo 73 de este mismo Cuerpo
Legal previene respecto a la vinculación del Juez de la ejecu­
ción al Juez ne la decisión (nos referimos al párrafo 3.° del nú­
mero 2.0 dof' este artículo) c<>mporta la sujeción del- Juez a lo
dispuesto par· el Tribunal Eclesiástico en materia que, aparte
su valoración en el ámbito de las cosas espirituales, ·ee del
orden Jurídico civil, tema al que, bajo aquella legalidad, no
siempre se ha dado una respuesta univoca. El articulo 13, y
con él, el 82, tenemos que interpretarlos' en nuestro tiempo,
marginando soluciones fáciles apoyadas en la efectividad de la
dispOlSición derogatoria de la Constituc!ón, y evitando, sin dañ<J
para el sistema y, desde luego para la armonía en las relacio­
nes institucionales que dice el artículo 16., 3), de aquélla, vacíos
normativos, a la espera de las nuevas reguiaciones en la ma­
teria. Ciertamente aquellos Preceptos, en un conjunto norma·
tivo qUe obedeció a UIl6 redacción que tiene en el Concordato

.de 1953 su directa inspiración, tienen en la base la confesiona-·
lidad del Estado y una concepción de la 1urisdicción, c<>mo uno
de los poderes del Estado, que no padecía por el ejercicio
por los Tribunales EcleSiásticos de funciones que, en cuanto se
proyectan en el orden jurídico civil, podrfan entendeI"6Et propias
de la jurisdicción estatal. Pero los principios son, ahora, el de
aconfesionalidad y el de exclusividad. jurisdiccional,'y a ellos se
he.. respondido en materia concordataria por el acuerdo con la
Santa Sede que hemos dicho. Desde la base fi~ de estos
principios, una interpretación coherente p06tula que en cuanto
atañe a los efectos civiles, regulados por la Ley Civil, es el Juez
quien dirime las contiendas. partiendo respecto de los procesos
de separación segq.idos ante las AutOridades Eclesiásticas, y
en tanto no opere plenamente el conocimiento de estos procesos
por la jurisdicción e~tatal, del presupuesto de la sentencia canó­
nica, .como creadora de una situación que genera, en lo que
ahora nos ocupa, unas efectos en el régtmen de la patria po­
testad y cuidado de los hijos, que regula la Ley Civil y define.
en el mar<::o de esta Ley, atento al bien de los hijoe, el Juer.

11. El Juez de Huesca, y luego la Sala .de Zara~oza, han
actuado como meros ejecutores de la sentencia canOnIca. en la
cuestión referente a los hijos. No han ejercido la potestad ju~
~lsdiccional que por imperativo del artículo 117, 3), de la Cons­
titución Española y en el orden civil tal como dice el artícu·
lo 51 de la LEC, les corresponde, dando lugar con ello a la

violación de un" derecho constitucionalizado: el derecho a la
jusUcle.. o derecho a ·180 tutela \UrisdiCCional, que se c·alifiea por la
nota de la efectividad,. todo e lo en el articulo 24. 1), de la Cons;:'
titUciÓD Española. No se trata. como se ha aludido en algún
momento del ·proceso, de que la juriSdicclón eclesiéitica haya­
invadido ámbitos· jurisdiccionales estatales. pues en el área in·
traeclesial, y ordenado a fines espirituales, con fuerza en el
fuero interno para los creyentes, lo que resuelven los Tribunales
Canónicos no' puede tacharse, en modo alguno, de im-proce:dente.
Es -que debiendo el Juez dicidir con plena jurisdicción, en el
orden jurídico civil, según la legislación del Estado entendida
en. forma coherente con la Constitución, no lo ha hecho, por
interpretar, que estaba vincuiado por lo dicho por el Tribunal
Eclesiástico. Se observa, por ello, que hay que afirmar la po·
testad dei Juez con plenitud junsdiccional, para lo que es me­
nester declarar la nulidad de las resoluciones judiciales que han~
dado lugar a este proceso y re(,'onOCer el derecho de las partes
a la tutela jurisdiccional; de este modo vuelto el proceso civil al
estado inmediato anterior al cuatro de mayo de mil n.,"ovecientos
setenta y nueve, el Juez de Primera Instancia de Huesca resol­
verá el conflicto qu'e respecto a la custodia-, y régimen de comu­
nicación y visitas de los hijOS, enfrenta al que ha demandado
el amparo y a la qUe como· demandada se ha opuesto a la
acción de amparo..

FALLO

En atención a todo Jo expuesto,. el Tribunal Constituclonal,
POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCION
DE LA NACION ESPAl'IOLA .

Ha deCidjdo:

1.0 Otorgar el amparo solicitado_ por don X, .Y•. Z, en
cuanto 8:

A. Declarar la nulidad de la resolución de-la Sala de 10 Civil
de la Audiencia Territorial dé Zaragoza de fecha veinticuatro
de diciembre de mil novecientos setenta y nueve, y de.la pro­
nunciada por el Juez de Primera Instancia de Huesca en fecha
cuatro de mayo de mil novecientos setenta y nueve en el pro­
cedimientoaobre efectos civiles de la sentencla de· separación
matrimonial del Tribunal de la Rota, de fecha veinte de febrero
de mil novecientos setenta y nueve dictada en el proceso canó~

nico seguido entre don X, Y, Z '1 doña X, Y, Z. .
B. Reconocer el derecho de don X, Y, Z, y de doña X, Y, Z,

a obtener de la Jurisdicción estatal un pronunciamiento res·
~cto al cuidado y régimen de visitas de los hijos habidos, en
su matrimonio, de acuerdo con la legislación civil.

C. Retrotra'er las actuaciones procesales civiles menCionadas
al momento inmediato anterior a la resolución del Juez de
Primera Instancia de Huesca de fecha~cuatro demayo de mil
novecientos setenta y nueve· para que el mismo con plenitud de
jurisdicción resuelva respecto a los efectos civiles de que se ha
hecho mérito en el pronunciamiento anterior.

2,° Denegar el amparo solicitado en Jodo lo demás.

Publíq"uess' esta sentencia en el .Boletín Qfkial del Estado.:
Dada en ~Madrid a veintiséis de enero de mil novecientos

ochenta y uno.-Jerónimo Ar~::lZamena.-Angel Lntorre.-Fran·
cisco Rubio.-Luis Dlez-Picazo.-Francisco Tomás y Valiente.­
Firmados y. rubricados.

SALA PRIMERA. RECURSO DE AMPARO N.O 90/80

Sentencia ae 30 ae enero-de 1981

la Sala Primera del Tribunal COnstitucionai, compuesta p~r
don Manuel García Pelayo Alonso, Presidente, y. don Angel la­
torre Segura. don Manuel Diez de Velast-o Vallejo, doña Gloria
Bagué .Cantón, don Rafael Gómez Ferrer Morant- y doil Angel
Escudero del Corral, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo número 90/1980, promovido por
don X. y, Z, mayor dé edad, casado. Joyero, natural y vecino
de Madrid, con domicilio en 'la calle de X. X, X, representado
por el Procurador don Ignacio Aguilar Femández v bajo la
dirección del Abogado don J. Manuel castañeda Pérez, contra
la sentencia de la Sala de lo Penal (Sección Segunda) de la
Audiencia Nacional de 24 de abril de. 1980, y contm la del
Juzgado Central de Instrucción número 3 de 11 de Junio de 1979,
d.ictadaen diligencl;as preparatorias número 201 de 1978 Y con·
fumada por aquélla, qUe condenaron al recurrente como autor
de un delito monetario en grado de tentativa, y en el que han
comparecido en defensa de la legal1dad el Ministerio Fiscal, y
como interesada la AdmJnistrac16n del Estad.o. representada

y defendida por el A'JOgado del Estado, siendo ponente el Ma·
gistrado señor don Manuel Dfez de Vt!'lasco Vallejo.

J. ANTECEDENTES

1. El Tribunal ProvinCial de Contrabando de Madrid; en
expediente 39178, dictó el 30 de mayo 'de 1979 una. resolución
sancionando a don X, y, Z, como encubridor de una infracción
de tontrabando consumada por la importación ilegal de una.
partida de brillantes valorada 'en 47.718.300 pesetas y decretando,
además, el OOIDiBO de los brillantes aprehendidos. Contra diCha
sanción no se interpuso recurso, dejándole., a lo que parece,
firme, . - . ._

2. Asimismo, el recurrente fUe- condenado con I;Ilulta de
5.000.000 de. pesetas y. comiso de la cantidad intervenida· por el
Juzgado Central de Instrucción número 3, en diligencias prepa.
ratorias número 201 de 1978. sentencia de 11 de junio de 1979.
como autor de un delito monetario en grado de tentativa,· cons­
tituido por la entrega para su· exportación·, s~ autorización
de la Administración de la cantidad de 67.713.000 pesetas
a otros dos condenados en la misma sentencia. El hecho ·tuvo
lugar el 26 de e~ero de 1978, fecha en 1& que también le habia
s1do entregado al se:fior X. Y. Z, en un cine de Madrid.. 16
partida de brillantes de que hemos hecho referencia. en el
número anterior y cuya procedencia y circunstancias conocfa
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el rbcurrente. Contra la sentencia del Juzgado Central se inter­
~puso recur.so de apelsciónpor el seflar Xi Y, Z, que fue deses­
timado por la Audiencia Nacional en sentencia de al de agosto
de 1980. .

3.-, El recurso de amparo se formuló por medio de la d~man­

da presentada el 29 de- julio de 1980. En la misma se argumentó .
que lo sancionado en el procedlmientó seguido ante el Tribunal
Provincial de Contrabando y en el proceso penal ·era la misma
oompra llegai de brillantes: la adquisición de UDa mercancía que
no hable. pagado los derechos de aduana o sea Un único acto
¡Uridit:O. El recurrente estima además. que se han infringido
os derechos de presunción de inocencia (articulo 24, 2 CE),

de legalidad' penal (articulo 25. 1 CE). de seguridad (arUcu­
'lo 17, 1 CE), y de intimidad personal (artículo 18 CE) y señala

como pretensión de amparo la anulación de las citadas senten·
ciasy el restablecimiento de sus derechos mediante el recono­
cimiento de ..que los 67.713.000' pesetas decomisados son de
ia propiedad.del recurrente, debiendo pro\:iederse, por tanto, a
6U devolución: .

4. Por providencia de 13 de agosto de· 1980, 6e adm~tióa

trá.mite la demanda y se requirió al Juzgado Central de Instruc­
ción número 3 y a la Audiencia Nacional para que remitieran
pn el plazo de diez dfas las diligencias preparatorias número 201
de 1~8 yel correspondiente rollo de apelación o SUB respectivos
tc:.stimonios con emplazamiento de los que hubieran sido parte
en las al;:tuaciones indicadas para que en el plazo de diezdfas
pudieran compa·rt..'C6r en el proceso constitucional.

5. Remitidas la" actuaciones y efectül\.dos los en:plazamie.n­
tos, por providencia de 21 de septiembre' se dio vista de las,
actuaciones al recurrente, &1 Ministerio Fiscal -¡ al Abogado
del Estado, para que formularan las alegaciones en el plazo
común de veinte días. -

6. Por escrito prf'sentado el 1 de octubre de 1980 el Procura­
dor, en la representación que tenia acreditada, interesó del
Tribunal Constitutionalla suspensión de la ejecución de la multa
impuesta y,' trf!.mitado el incidente en pieza separada, se dictó
auto de fecha 22 de octuBre de 1980 en el que no se estimó
procedente dicha sU6pensión.

7. Por escritos del 16 y 21 de 'octubre respectivamente el
Abogado del Estado y el Fiscal general "formularon alego!lciones
o-poniéndoseambos a las pretensiones del recurrente, Aden:áS,

.... el A·.'Ogado del Estado formuló como causas de inadmisibilidad
de la demanda la falta de claridad "i concisión en loe hechos
qUe la fundamentan (artitulo 49. 1 de la LOTC) , la ausencia
de invocaCión formal en' el proceso judicial del derecho consti­
tucional vulnerado (articulo 44, 1 el de la LOTC) y la no concu­
rrencia del requisito exigido por el artículo 44, 1 b) de la
misma Ley de que la violación del derecho o libertad se9­
imputable, de modo inrr..OOiato .}'....directo, a la' aet:ión u omisión
del Organo: judicial con independencia de los hechos que dieron
lugar al proceso.

8. A la vista de las alegaciones efectuadas por el recurr(;:otl;l
en su escrito de 22 de octubre, el Tribunal, haciendo uso de
la facultad reconocida en et artículo 88 de su Ley Orgámca,
dictó providencia el día 29 de octubre solicitando informp rua·
tivo 6. la sentencia dictada en apelación por la Audiencia Na·
cional (número 27/-80 apelación número 14 de 1'P79. diligencias
preparatorias número 201 de 1978 del Juzgado Central de Ins­
trucción número 3). Una vez recibido dicho informe y los docu­
meatos a él incorPQrad06. por providencia. de 12 de noviembre
de 1980, se acordó unirlos a los autos y conceder el plazo común
de diez dias a las partes para que a la vista de su tontenido
pudieran presentar Duevan:.ente alegaciones. Ello-fue efectuado
en escritos presentados por el Abogado del Estado el 19 de
noviembre, por el Ministerio Fiscal el 26 de noviembre y por
el recurrente el'as del mismo mes, argumentando so':lre el
error mecanográfico advertido en la certificación de la sent.'lr::cia
que Se unió al rollo deapelaciól1 y reitera.ndo las peticiones
formuladas en sus anterioreLS escritos.

9. Por providencia de 14 da enero de 1981 ·se ,señaló el
día 21 de enero de 1981 para deliberación y votación, teniendo
lugar en d:cho día el referido atto.

. II. FÚNDAMENTOS JURIDICOS

1, Por oficio d'e la PresidenCia de la. Sala de lo Penal de
la Audiencia Nacional. recibido ella de noviembre .pasado, se
acreditó la intranscendencia de la aparente contradicción entre
el nombre de uno de' los. Ma~istrados'que constaba en el enca­
bezamiento. de la sentencia de,24 de abril de 1980 y el que
figuraba corr:o firmante en la certificación de la sententia unida
al rollo. Se trataba. de un simple error de transcripción dei
mecanógrafo como quedó demostrado por la fotocopia legiti­
mada corre6pondiente.

2. Sobre los motivos o causas deinadmislbilidadopuestae
en el escrito de alegaciones por 'el A1:logado del Estado, debemos
pronunciarnos previamente por exigencias lógico-procesales so­
bre su estimación o de6e6timat:ión. Sobre dichos n:otivos de
inadmisibilidad alegados es fa cierto que en el presente recurso
no puede apreciarse su concurrencia par l~s ,¡guientes razones:

a) Sobre la. falta de claridad y concisión en íos hechos que
fundamentan la demanda, invocada al amparo del articulo 49, 1
de la 'LOTe, debe tenerse en cuenta qUe dicho pra::epto ha de
entenderse cumplido cuando de la redacción del escrito es posi·
111e deducir cuáles son los hechos y los fundamentos de derecho
Ecn que se funda la demanda de amparo, sin que sea obstá.culo

el que aparezcan eventualmente unidos en los. razonamientos del
recurrente: En .el presente Ca.~3 la demanda pide al Tribunal la
anulación de concretos actos judiciales (sentencias del Juzgado
Central número 3 y Audiencia Nacional de 11 de junio de 1m
y 24 de abril de 1980) Y el reconocimiento de la titularidad y
consiguiente devolución, de una cantldad cuyo comiso e.quéllO-S
habian acordado, y se fundamenta en la pretendida· vulneración
de unas der.x:hos que se citan con la mención del correspon-
diente precepto.., .

~) Sobre el cumplimiento del requisito de, la invocación
forma.l en el proceso Judicial del derecho constitucional vúlnere,..
do (articulo 4-4, 1 e) de la LOTC) , ha de entenderse cumplido
en el presente caso. As1 en 6'1 escrito de conclusiones en las
diligencias preparatorias número 201/1978 del Juzgado Centra.l,
de Instrucción número 3 se invocaron los artículos 17 número 3
y 117 número 5 de la Constitución y en el escrito de interposi.
ción del recurso de apelación se e.ludió al principio .non ':lis in
idem... Además en la plopie. sentencia de la Audiencia Nacional
expresamenf¡.e se afirma que no se vulneró el principio de
presunción de inocencia, reconocido en el articulo 24 de la
Constitución, nI el de legalidaá contenido en el articulo 25 de la
misme., lo que ha de entenderse como respuesta del Organo
judicial a una alegación previa.

e) Sobre el ten:::ern:.otivo de inadmisibilidad, consistente
en que la violación del derecho o libertad sea imputable de
forma directa e inmediata a la acción u omisión' del Organo
iudicial, con abstracción de los hech06 que dieron lugar al
proc~so (articulo 4.4, 1 de la LOTC) , debe señalarse que en el .
presente caso no puede entenderse inadmisible el recurso global'­
mente considerado. Es decir, qUe si el recurrente se limitara
exclusivamente a negar el significado penal de los actos impu­
tados que tuvieron en cuenta los Tribunales de la jurisdicción
ordinaria. o a la ausencia' de la intención de evadir la suma
intervenida, tendría pleno sentido la causa de inadmisibilidad de
que. se trata; pero planteándose otros aspectos distintos a aqué­
llos en el recurso no hay duda que el Tribunal puede decidir
sobre si, al sancionarse penalmente los hechos, se infringieron o
no por las sentencias de forma directa e inmediata los derechos
constitucionaies reconocidos y que se han invocado en la de­
manda de amparo. '

3. Declarado arlmisi'Jlé el rocurso, procede entrar a conocer
sobre los fundaine!ltós aducidoe en el mismo y las presuntas

,violaciont<s de los derechos fundamentales que se contienen en
la demanda y han sido recogidas en el antecedente de hecho
seftalado Con el número 3 de la presente sentencia.

Siguiendo UTa razonarrJento lógico se examinará en primel
lugar la presunta violación del principio de exclusión de la
doble 6anción sobre los mismos hechos (..non bis in jdem.. ) para
seguir e. continuación con otras presuntas violaciones de deter·
millados articulas de la Constitución en relación, siempre según
el ret:urrente, con la cuestión principal.

4:. El principio general del derecho c.onocido .por ..non bis
in idem.. supone, en una de sus más conocidas manifestaciones
que no· recaiga duplicidad de sanciones -administrativa y pe­
nal- en los oasos en que se aprecie la identidad del sujeto,
hecho y fundamento sin existencia de una relación de suprema­
cia especial de la Adn:.iniEitrat:ión -relación de funcionario,
servicio público, concesionario, etc.- que justificase el ejer­
cicio del .. ius p:mieridi.. por los Tribunales y a su vez de la
pot6stad sancionadora de la Administración.

Como veremos· más t~rde no hubo en .el caso examinado
. infracción del principio de referencia y ello nos releva de entrar
en su t:onsideración a la luz de la Constitución. Np obstante,
podemos señalar que, si bien no se encuentra recogido t:xpresa~

mente en los e.rtículos 14 a 30 de la Constitución, que reconocen
los derechos y libertades susceptibles de amparo (artículo 53
número 2 de la Constitución y 41 de la 'LOTe> no Por ello
ca'Je silenciar que, como entendieron 106 parlamentarios en la
ComiSión de thuntos Constitucionales y Libertades Públicas del
Congreso al prescmdir de él en la redadCión del articulo 9."
del Anteproyecto de Constitución, ve. íntimamente unido a los
principios de legaiidad y tipicidad de las infrac<:iones recogidc.s
prIncipalmente en el artículo 25 de la Constitución. Por otro lado
es de señalar qUe la tendencia de la _legislación española re­
cie.nte,en contra de la legislación anterior, es la de retcoger
expr~!lmente el principio de referencia. .

5. Descendiendo al caso particular que nos ocupa, en los
supuestos fáctiéos contemplados por el Tribunal Provincial de
COntrabando en su resolución de 30 de mayo de 1'f:1'j'9 V por los
Tribunales Penaies en SU6' sentencias de 11 de junio de 1979
y 24 de abril de 1980, no se aprecia esa coincidf!ne;a fáct':ca

. imprescindible para que resulte operativa la prohibicion que
representa el principio ..non bis in idem .. , hacíen40 así innece­
saria cualquier consid~ración sobre el fundamento o relación a
que respondf" eIt este· caso el ejercicio de la potestad represiva
del Estado. En efecto, no se sanciona, como sostiene el recu­
rrente, doblemente un n:lsmo acto jurídico -la compraventa de
una partida de brillantes- sino que, por el contrario, .este
negocio no es considerado en modo alguno pbr la r~sol.uc~ón
del Tri'.lunal Provincial de Contrabando ni por la JUTlSdleClón
Penal, ni pudo serlo porque' está al margen de la previsión
tipica. La infracción de contrabando está representada por la
operat:ión material de la entrada llegel, sin pago de 106 corres­
pondientes derechos de aduana, de cierto número de brillanteS
efectuada. en fecha anterior a su entrega al recurrente y reali­
zade. por personas distintas al señor X, y, Z. Por otro lado,
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el delito monetarlo AstA representado por lA Activl<:iad también
material de pretpnder la. salida del terrItorio espaf'lol de Una
canttdad de moneda pspa:ftola stn QutorizaciOn~ operación que
Be Inicia. en la apreciación del Tribunal Penal, por -la entrega
del dinero realizada en Madrid el 26 de anoro de 1978 personal·
mente por el señor X, y, Z, a los también condenados set\o­
res A. B. e y D. E. F

6 Para la individualizadón de estos hechos es pt'eclso tener
en cuenta criterios de valoración Jurldica, conforn:e a ¡escueles
se llega a la conclusIón de., que la --resolución del Tr!bunal de
Contrabando no sanciona la recepción en Madrid de los brillan·
tes por el señor X, y, Z. sino que la conducta a qUe atiende
es una actividad anterior constitutiva de una infracción consu~

mada, pues una vez que entraron los brlllant;es en Espail.6
ya s~ habian re~l1zado todos los actos de eJecución En ditha
infracclón consumada. el recurrente en amparo tuvo una parti­
cipación subsiguiente. no como autor ni cómplice, sino dE' mero
encubridor. al aprovecharse para si y auxiliar a los otros par­
ticipes, mediante la adquisición y recept:ión de la mercancia,
en los éfectos de una conducta mcita ya realizada. Por el
contrario, el delito mcnetl'lrio constituido por una exportación
ilegal de moneda espail.ola se iniCia, en la estimec1ón. del Organo
Judicial, el 26 de enero de 1978 con la participación principal
del seil.or X, Y, Z. como autor, mediante la entrega del dinero
destinado a salir ilegalmente fuera de Espail.a. Consecuente­
mente se aprecia en el recurrente una doble conducta: de una
parte, la recepción de la mercanc1a ilegalmente importada, su­
ficiente para integrar su participación, como encubridor en la
infracción de contrabando, Y., de la otra, una intervención prin­
cipal al entregar el dinero destinado a su iUcita exportación
con conocimiento de esta circunstancia. -

1. En sus escritos el rec·urrente_.estlma que se han fnrrio­
gido determinados articulas de la Constitución en base e inter~

pretaciones un tanto singulares de 106 hechos y a valoraciones
juridi'C8.6 en algunos momentos sorprendentes. Por tratarse de­
un procedimiento de amparo constitucional nos vemos en la
necesidad de entraren ellos, aunque sea brevemente, dada la
peculiar fundamentación de los mismos.

al Se afirma que Se ha violado el articulo 24 número 2 de la
Constitución ya que, según el recurrente, durante la instrucción
de las diligencias policiales no se le informó de la acusación que
al mismo se le hada y se ha deducido de sus declaraciones
qUe el dinero entregadc por el recurren~ saldría 'del territorio
espail.ol. Al resDe'Cto hay que señalar que dicha. dec1ara.c:ión es
anterIor a la entráda en vigor de la Constitución; pero aunque
asi no lo Cuera. ante el Tribunal Constitucional no es viable,
según el artículo 44 número 1 b) de la LOTC, la petición de
un pronunciamiento sobre la ce'Tteza de los hechos o':>jeto del
proceso p'enal ya que lo veda la propia naturaleza del amparo
que no es. come es sabido, una nueva ·instancia, Por otro lado,
en el presente recurso se observa que en el proceso penal se
practicaron las pruebas documentales y declaraciones de los
acusados suficientes para llegar al conocimiento de que se tra·
taba de hechos punibles como claramente se refleja en la sen-
tencia. .

bJ El prinCipio de legalidad penal (articulo 25 número 1
de la Constitución) también Se considera violado al sostener que
los hechOe: -entregRS de dinero y de 'una partida de brillantes­
-no se encuentran tipificados pene.lmente-. Lo que se propone
otra vez por el recurrente es qUe el 'Tribunal Constitucional
realice una. nueva reconstrucción de los hechos que pasarian de
ser apreciados, como princip:o de ejecución dA un tipo penal a
serlo come hech(.,s penalmente irrelevantes. El recurrente pre­
ten,j~ quE'! el Tribuna' entre a conocer los hechos que dieron
lugar al pronunciamiento judicial y que le está expresamente
vedado por el articulo 44 número' 1 b) de BU Ley Orgánica.
come ya se ha indicado. .

c) También se considera vulnerado el derecho a la intimidad
personal (articulo 18 de la Constitución) por haber penetrado
la sentencia en les Intenciones del recurrente sobre si el dinero
entregado era para 511 exportación. El derecho presuntamente
vulne"ado no padece cuando los Tribunales determinan 16 inten­
ción subJetiva n(Oe~ria oara apreciar una figura delictiva ~le-

mento E1u'Jlétivo del inJusto penal-- o pasa ~ integrar al~nas
de lae formas de la culpabilidad de la conducta exteriorizada
por el au t()r . . .

,En el proceso penal que dio origen 8 las sentencias sobre
las que se Instrumontó el recurSo da amparo, los Orgl'l.nos
I·udiciales se ltmltaron a 1nterpretar los hechos en base a las
circunstancias especIales .que rodearon la entrega dal dinero
"1 a las det:laraclones prestacles sin' intromisIones intolerables en
la esfera pen;ona1 y Sin vioiar el domicilio•. las comunicaciones
y menos hacer us.o indebido de la lnforrr.átlca, tal y como 8&
garantizan por el artfculo 18 de la Constitución, y,

dJ Finalm:ente se invoca el articulo 17, número 1, de 1&
Constitución, Intentándose basar en el mismo el principiO de
-non, bis in idem_. La invocación no es pertinente pues el
arttculo 17 número .1 se refiere a la seguridad personal. paralele..
a la genénca libertad individual que el propio apartado recoge
y desarrolla en el mismo precepto en 106 'sucesivos párrafos. ­
Por lo que puede observflrse en el caso presente:", nI margina1~

mente Se ve afectado 51 derecho a la seguridad por la aprecia­
ci6n por el Tribunal de la existencia de un delito de~ que se
entiende es rosponsable ~l recurrente. imponiéndole en conse­
cuencia las penas de multa y comiso.

8. Por último. en cuanto· al comiso de le cantidad intervé­
nida, su imposicl6n es consecuencia necesaria de la apreciación
del delito monetario, sin Que por ello se vulnere ningún deret:ho
constitucionalrnente'treconoeido. Está previsto expresamente, in­
cluso como D-eDa prin=ipal para los delitos monetarios en el
artículo 7de su Ley (hoy también el articulo 1, 5 de la Ley 40179
de 10 de dicien:bre dp. .Régimen Juridico de Control de Cambios),
y en el a.rtículo48 del Código Penal se determina su alcance
implicandO" la pérdida de los efectos e instrumentos con que
se hubie'"a eiecutado el delito. Tel consideración tiene la can­
tidad intervenida. como se deduce de' la Jurisprudencia interpre­
tativa de dicha ,peóa y hoy del artículo 7, 5, d9 la Ley de
Régimen JUlídico de .Control de Cambios.. ,

Para evitar las comecuencias ,del com:so en la jurisdicción
penal. lo único que hu~iera podido resultar relevante es la
'Certeza de la pertenencia de la suma de dinero a quIen fuera
totalmp-nte ajeno a los herhos (no resoonsable). pero no el que
se cuestione. como. pretende el recurrente, la validez del contra­
to de compraventa que sólo afecta a las partes {articulo 1.257
del Código CiviU y no a terceros.

FALLO

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Constitucional,
POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCION
DE LA NACION ESPAÑOLA

Ha decidido:

1.0 Des-estirr:Qr los motivos de oposiclón a la admiSión del
recu~· oPll'JStos por la Abogada del Estado.

2.° Denegar el amparo solicitado par el Procurador don
Ignat:io Aguilar Femández, en nombre y repre6entación de don
X, y, Z, y declarar que no han sido violados los derechos
constitucionales invocados por el recurrente por la sentencia de
la Audiencia Nacional (Sección 2.- de lo Penal) de 24 de abril .
de 1980 y la confirmada por ésta del Juzgado Central de Ins­
trucción número 3, de 11 de iUflio de 1979, dictflda en diligencias
prepare.torias número 201 de 1978, que condenaba· al recurrente
por un delito monetario .en grado de tenta'tiva.

3.° Declarar que no procede 'hacer' especial pronunciamiento
sobre las costas. .

4.° Devolver las actuaciones r~mitidaspor el Juzgado Cen-
tral de InstnIcción número 3. . -

5. o Notificar la presente sentencia al FiScal general del
Estado, aJa Abogaci& del EstadQ ante este Tribunal y al
recurrente.

Publ1quese es~a sentencia en el _Boletín Oficial del Estado_,
Dada en Madrid a treinta de enero de mil novecientos

ochenta y unO.-Manuel García-Pelayo.-Angel Latorre.-Manuel
Diez de Velasco.-Gloria Begué.-Rafael Gómez Ferrer.-Angel
Escudero.-Firmados y rubricados.

SALA PRIMERA. RECURSO DE AMPARO N.O 98/80

Sentencia de. 2 de febrero de 1981

La Sala Prirr:era del Tribunal Constitucional, compuesta por
don Manuel Garcfa Pela.yo AlonBo, Presidente. y don Angel La,.
torre Segura. don Ma:'luel Diez dlJ Vela~o ValleJo, doí1a Gloria
Begué Cantón, don Rafael Gómez-Feri'er Morant y don -Angel
Escudero del Corral. Magistrados, ha. pronunciada

EN NOMBRE :UEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo proIh.JVldo por don Pablo Mayoral
Rueda, don Manuel AntonIo Blano<> Chlvlte. don Julio Manu'"

Fernández López Y don José Gares Crespo, representados por
la Procuradora de los Tribunales doil.a María LuIsa Ubeda de
los Cobos, '.:>aJo la dirección del Abogado don J06quln Ru.l?-jl~
ménez Aguilar, contra las declslones del Mlnlst~rto del [otertor
por las que se negó la Inscripción en él Registro de PartldOIl

I PoUtIcos del PartJdo Comunista de Espada (Marxista Leninlsta)
'1 en el Que ~an comparecido el Fiscal general del Estado .,
~ Abogada del Eatado, .iendo ponente 01 Masl,strado clon Ansel
Le,.torre SeBllra.

l. J,NTÉCIDENTES

1, El e de enero de 1979 doe de loe· recurrentes eft amparQ
dOpO.llaron OA 01 lIoSI.tro do PAI'Ildoo ~lllloo. dol Mlnl'lorio


